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Provincia de Buenos Aires
Honorable Cámara de Diputados

PROYECTO DE DECLARACION

LA HONARABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DECLARA
Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires mediante su Ministerio de Justicia implemente un Protocolo de Libertad para Encausados y Condenados el que contendrá al menos los siguientes ocho puntos:

1-     Historial Criminal completo;

2-     Historial Médico Psicológico completo;
3-     Historial de Violencia Familiar y Comunitaria si lo hubiere;
4-     Recomendación del juez de sentencia definitiva y de los fiscales acusadores;
5-     Recomendación del Servicio Penitenciario;
6-     Información aportada por la Víctima;
7-     Informe de campo completo (visita a su domicilio, grupo familiar, contenedor, oficiales de policía del distrito, etc.)
8-     Audiencia personal con el órgano decidor una vez reunidos los requisitos anteriores.

Asimismo, se implementen las tecnologías necesarias para dotar al Servicio Penitenciario y a todos los elementos de la cartera de Justicia de las tecnologías necesarias a la registración, procura y almacenamiento de los datos necesarios para conformar los historiales antes mencionados.

Y como tercer punto, se vería con beneplácito que el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires a través de los mecanismos que entienda necesarios, interese al Poder Ejecutivo Nacional en la creación de la carrera universitaria para la formación de los oficiales de investigación, custodia y monitoreo como auxiliares de un nuevo modelo de administración de justicia y ejecución de la pena.
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Provincia de Buenos Aires

Honorable Cámara de Diputados

FUNDAMENTOS

Que la ley 11.922 y la ley 12.256, textos actualizados por leyes modificatorias, constituyen la normativa secundaria provincial por la cual se regula la libertad de los encausados durante el trámite del proceso penal y los beneficios liberatorios previos al agotamiento de la pena de cumplimiento efectivo por sentencia firme.

Que los pactos y tratados internacionales que maximizan nuestra Constitución Nacional, como el Código Penal Argentino establecen institutos y regulan la interpretación de los mismos, conformándose un plexo normativo que permite la concesión reglamentada de las libertades antes referidas.

Que a  la luz de estos criterios de orden constitucional y secundario se han construido interpretaciones jurisprudenciales y doctrina de la más variada.

Que es muy importante preservar la sistemática de un ordenamiento procesal penal. El legislador debe ser muy cuidadoso a la hora de modificar las leyes que reglamentan la aplicación del poder coercitivo del Estado.

Innumerables reformas han hecho perder a la ley 11.922 (Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Ares) su teleología, y han retrasado la estandarización de los criterios jurisdiccionales por imperio de la casación de los tribunales superiores.

La variación permanente de los institutos del proceso penal y por consiguiente la creación de nuevas interpretaciones jurisprudenciales y doctrina no han permitido un funcionamiento regular que nos acerque a la previsibilidad forense como garantía de seguridad jurídica.

Frente a esta situación que produce graves menguas a la administración de justicia como parte esencial del sistema penal, hemos preferido proyectar una herramienta propia del derecho administrativo interno de la cartera de justicia y que podría tener efectos estandarizadotes si logra la aquiescencia e implementación por los órganos del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires.

A fin de no generar una reforma procesal espasmódica, que además estaría sujeta a los tiempos parlamentarios, consideramos viable sugerir al Señor Ministro de Justicia de esta Provincia, implemente un Protocolo de Libertad para Encausados y Condenados de la Provincia de Buenos Aires.

La libertad durante el proceso y durante el cumplimiento de la pena esta sujeta a una serie de requisitos y limitaciones que operan como regla de garantía. Sin perjuicio de la tabulación legal de estos requisitos no deja de ser una verdad, de verificación en la práctica forense diaria, que los jueces adoptan formas, prácticas y criterios dispares en el mecanismo de verificación y evaluación de esos requisitos.

La idea principal de este proyecto consiste en dar forma a un protocolo de actuación tendiente a estandarizar las prácticas previas a la concesión de la libertad durante el proceso o la ejecución de la pena.

Muchas ciencias o disciplinas de valor científico han establecido sus propios protocolos de actuación garantizándose así, que los ejecutores sigan las mismas reglas al momento de implementar o aplicar las acciones de su competencia.

La Justicia no puede ser ajena a fomentar un protocolo de actuación, máximo cuando la responsabilidad de liberación bajo custodia y reglas compromisorias pendula entre dos poderes del Estado y la promesa de sujeción del propio imputado.

El derecho  comparado, básicamente el derecho anglosajón, contempla casi la totalidad de las pautas que componen este protocolo de actuación y su experiencia en el control vigilado de las libertades, así como en los índices de reincidencia no es para nada despreciable.

Tampoco desconocemos que este proceso debe ser complementado con un control físico por parte de personas capacitadas para la investigación, custodia y monitoreo.

Hoy el encargado de la supervisión de las condiciones liberatorias es el Patronato de Liberados, el cual depende del Ministerio de Justicia de la Provincia d Buenos Aires.

En nuestro criterio de política criminal esta institución que ha acompañado durante largos años al proceso penal bonaerense debe ser aggiornada respetándose su trayectoria y experiencia.

El cambio mencionado deberá instrumentar una carrera universitaria donde deberán formarse los oficiales de investigación, custodia y monitoreo.

Este nuevo profesional, auxiliar de la justicia penal deberá tener una amplia formación criminológica y penológica, discurriendo también por la sociología criminal, la psicología y psiquiatría criminal, técnicas de investigación y criterios avanzados de seguridad.

Este nuevo actor administrativo al servicio del sistema penal reemplazará la tarea que hoy realizan las asistentes sociales. Un Trabajador Social no pueden seguir cumpliendo  funciones que no le son propias y que además comprometen su seguridad personal y la de terceros.

El mentado auxiliar realizará las tareas de investigación de campo que le ordene la justicia antes de conceder una libertad y será parte de los programas de custodia y monitoreo, teniendo a su cargo la responsabilidad de vigilar e informar el cumplimiento de las reglas a las que se sujeta el beneficiario de la libertad.

También su opinión será determinante para revocar cualquier medida impuesta por el Juez ante el menor incumplimiento de los compromisos asumidos.

Por lo expuesto solicitamos por vía de esta declaración al Ministro de Justicia que instrumente el Protocolo de Libertad para Encausados y Condenados. En segundo lugar, que inicie una fuerte campaña gratuita destinada a todos los operadores de la justicia penal bonaerense a fin de que puedan conocer e implementar el citado protocolo.

Como consecuencia de la primera acción el Poder Ejecutivo Provincial y el Poder Judicial deberán comenzar el camino de la informatización de todos los registros y bancos de datos de los que luego deberán servirse al momento de aplicar el protocolo.

Es imperioso trabajar en red con la información de ambas carteras y dotar a la integridad del Servicio Penitenciario y a los diferentes departamentos judiciales de la tecnología necesaria para obtener en forma inmediata los historiales que requiere el protocolo de actuación.

Con el tiempo de implementación esta información podrá drenar al Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires y ser consultada desde los móviles policiales y las dependencias distritales, permitiendo así que otros auxiliares de la justicia pueden tener perfiles y herramientas certeras que ayuden a su función y mejoren la calidad de la seguridad en la Provincia.

Dentro de estas acciones a mediano plazo se inserta la creación de la carrera universitaria para la formación de los oficiales de investigación, custodia y monitoreo.

La propuesta es una reforma posible, de implementación a muy corto plazo, de bajo costo presupuestario y que podría generar resultados concretos y esperables a mejorar la calidad de vida de los bonaerenses.
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